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Por último, la alusión por la Sentencia a la dimensión
supraterritorial de las actividades reguladas por la
Ley 3/1996 (FFJJ 8.a y 9.b) confunde y no hace sino
reforzar innecesariamente el alejamiento de la STC
175/1999. Descartamos allí que la dimensión supra-
comunitaria de las actividades reguladas pudiera ser prin-
cipio determinante de la atribución de competencia en
materia de policía. En cambio, en esta Sentencia se argu-
menta con esa dimensión supracomunitaria en cuanto
elemento complementario que, junto a otros, contribuye
a incardinar las normas impugnadas en el ámbito de
la competencia estatal de seguridad pública cuando ésta
corresponde exclusivamente al Estado sin necesidad de
delimitaciones territoriales, que únicamente operan
sobre la competencia funcional de policía de las Comu-
nidades Autónomas (art. 13.4 EAC). No se trata, pues,
sólo de que tanto en aquel pronunciamiento como en
éste los establecimientos afectados y, por tanto, los suje-
tos obligados a remitir la información y a soportar su
requerimiento se encuentren perfectamente localizados
en el territorio. Es que afirmada la incardinación de los
preceptos legales aquí impugnados en la materia segu-
ridad pública y negada su pertenencia a la policial, la
dimensión territorial nada añade ni quita a la compe-
tencia exclusiva del Estado sobre seguridad pública.

Madrid, a diecisiete de diciembre de dos mil uno.—Ma-
ría Emilia Casas Baamonde.—Pablo García Manzano.—
Elisa Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y
rubricado.

909 Sala Primera. Sentencia 236/2001, de 18 de
diciembre de 2001. Recurso de amparo
3542/96. Promovido por don Andrés Cassi-
nello Pérez frente a los Autos de la Sala de
lo Penal de la Audiencia Nacional y del Juz-
gado Central de Instrucción núm. 5, que sus-
pendieron la tramitación de su recurso de ape-
lación contra un Auto del Juzgado que había
acordado medidas cautelares sobre su liber-
tad personal.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
(acceso al recurso legal): suspensión indefi-
nida de la tramitación de un recurso de ape-
lación, mientras se mantenga el secreto del
sumario.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente; don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier
Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3542/96, promovido
por don Andrés Cassinello Pérez, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Laura Lozano Mon-
talvo y asistido por el Letrado don Antonio Bernal
Pérez-Herrera, contra el Auto de 3 de septiembre de
1996, de la Sección Primera de la Sala de lo Penal de
la Audiencia Nacional, por el que se desestima el recurso
de queja entablado contra el dictado por el Juzgado
Central de Instrucción núm. 5, de 17 de junio de 1996,
por el que se dejaba en suspenso la tramitación de recur-
so de apelación interpuesto por el demandante de ampa-

ro en el curso de las actuaciones penales, sumario ordi-
nario núm. 17/95. Ha intervenido el Ministerio Fiscal
y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando Garrido
Falla, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el día 30 de septiembre de 1996, doña
Laura Lozano Montalvo, Procuradora de los Tribunales,
en nombre y representación de don Andrés Cassinello
Pérez, interpuso recurso de amparo contra el Auto de 3
de septiembre de 1996 dictado por la Sección Pri-
mera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
que desestimó recurso de queja interpuesto contra Auto
de 27 de junio de 1996 del Juzgado Central de Ins-
trucción núm. 5, que acordaba la suspensión de la
tramitación de recurso de apelación formulado en el
sumario núm. 17/95, por entender que ambas resolu-
ciones judiciales habían vulnerado el derecho a obtener
tutela judicial efectiva sin indefensión que consagra el
art. 24.1 CE.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) En el marco del sumario ordinario núm. 17/95,
seguido ante el Juzgado Central de Instrucción núm. 5,
se dictó Auto de 21 de mayo de 1996, por el que, al
tiempo que se decretaba la libertad provisional del ahora
demandante de amparo, se adoptaban una serie de medi-
das asegurativas tendentes a evitar que éste se sustra-
jese a la acción de justicia.

b) Frente al referido Auto se interpuso recurso de
reforma y subsidiario de apelación. El de reforma fue
resuelto mediante Auto de fecha 17 de junio de 1996,
en cuya parte dispositiva, y tras desestimar este medio
de impugnación no devolutivo, se decide lo siguiente:

«Admitir en un solo efecto el recurso de apelación
interpuesto con carácter subsidiario por la referida repre-
sentación formándose el testimonio de particulares al
que se refiere el art. 225 de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal quedando suspenso la formación del mismo
hasta tanto continúe la causa declarada secreta.»

c) Frente a tal decisión —que el recurrente califica
como una inadmisión de facto de su subsidiario recurso
de apelación—, interpuso recurso de queja, el cual fue
desestimado por la Sala de lo Penal de la Audiencia
Nacional mediante Auto de 3 de septiembre de 1996,
cuya fundamentación jurídica es la que a continuación
se reproduce:

«El Juez, cumpliendo lo establecido en el art. 5 LOPJ,
ha tratado de dar a los arts. 226 y 229, párrafo tercero,
LECrim, una interpretación que, a la luz del art. 24 CE,
permita establecer un adecuado equilibrio entre la tutela
judicial efectiva sin dilaciones y el derecho a la no inde-
fensión; indefensión que podría tener origen en el des-
conocimiento por el imputado de elementos que, más
tarde y al conocerlos, llegara a estimar que hubieran
podido ser relevantes para decidir la revisión planteada.
Sin que aparezca que la ponderación llevada a cabo
por el Juez haya de ser necesariamente descartada; para
lo que no cabe dejar de tener en cuenta que las medidas
a que afectaba la suspensión momentánea de la revisión
no eran privativas de libertad sino de las más débiles
pensables. Y no se diga que el Juez pudo y debió recoger
en el testimonio, con arreglo a su criterio y sin parti-
cipación del defensor del imputado, todos los elementos
relevantes para la apelación; pues difícilmente iban a
coincidir, sobre la calidad de relevancia, los criterio de
Juez y Defensor. En consecuencia, no se aprecia dene-
gación de la admisión del recurso sino paralización moti-
vada constitucionalmente de la tramitación.»
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3. Con base en los anteriores hechos, formula el
actor demanda de amparo, por entender que las reso-
luciones judiciales reseñadas han lesionado su derecho
a obtener tutela judicial efectiva sin indefensión, que
consagra el art. 24.1 CE, en su concreta vertiente de
derecho de acceso a los recursos legalmente previstos.
Alega el actor en tal sentido que las decisiones judiciales
han impedido de facto la tramitación del recurso de ape-
lación legalmente previsto contra la resolución del juez
instructor por la que se acordaban diversas medidas cau-
telares, pues, sin cobertura legal de ningún tipo, sus-
penden sine die la tramitación de tal recurso. El recurso
de apelación interpuesto —continúa el recurrente— se
encuentra legalmente previsto y la regulación de dicho
recurso también prevista para el supuesto en que se
hubiese declarado el secreto sumarial, no impide en
modo alguno su tramitación, sino antes bien determina
(arts. 225, 226 y 227 LECrim) la forma en que habrán
de testimoniarse los particulares de las actuaciones para
no lesionar tal reserva respecto del apelante. Por ello,
la decisión de suspender tal tramitación del recurso pre-
visto legalmente, de forma indefinida, y con el funda-
mento único del secreto sumarial decretado, infringe los
preceptos de la LECrim citados e implica, por consiguien-
te, una lesión del acceso a los recurso en el ámbito
penal, en el que con mayor fuerza se garantiza la doble
instancia jurisdiccional, que es claramente contraria a
la tutela judicial efectiva, ex art. 24.1 CE. Cita, finalmente
el actor, diversa jurisprudencia del Tribunal Supremo,
así como las SSTC 218/1989 y 102/1994, entre otras,
como fundamento de su pretensión de amparo, y termina
suplicando se dicte sentencia por la que, otorgando el
amparo pedido, se declare la nulidad del Auto de 3 de
septiembre de 1996 de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional, así como la nulidad de la suspensión de
la tramitación del recurso de apelación decretada en
el Auto de 17 de junio de 1996 del Juzgado Central
de Instrucción núm. 5, por el que acordaba la admisión
a trámite de dicho recurso de apelación y se reconozca
el derecho del recurrente a la tutela judicial efectiva con
declaración de que procede la tramitación del recurso
de apelación interpuesto contra el Auto del Juzgado Cen-
tral de Instrucción núm. 5 de 21 de mayo de 1996.

4. Mediante providencia de 5 de marzo de 1997,
la Sección Primera de este Tribunal acordó admitir a
trámite la demanda de amparo formulada, sin perjuicio
de lo que resultare de los antecedentes, requiriendo aten-
tamente, conforme a lo establecido en el art. 51 LOTC,
a la Audiencia Nacional y al Juzgado de Instrucción Cen-
tral núm. 5 para que, en el plazo de diez días, remitiesen,
respectivamente, testimonio del rollo 49/96 —recurso
de queja— y de la pieza de situación personal del
recurrente en amparo del sumario ordinario 17/95, inte-
resando al propio tiempo el emplazamiento de quienes
fuesen parte en el procedimiento, con excepción del
recurrente en amparo, ya personado, para que en el plazo
de diez días, pudiesen comparecer en este proceso cons-
titucional, con traslado a dichos efectos de copia de la
demanda presentada.

5. Recibidos los testimonios de actuaciones, la Sec-
ción Segunda acordó, por providencia de 14 de abril
de 1997, en virtud de lo dispuesto en el art. 52 LOTC,
dar vista de todas las actuaciones, por plazo común de
veinte días, al Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo
para que pudiesen presentar las alegaciones que a su
derecho convinieren.

6. En fecha 18 de abril de 1997 formuló sus ale-
gaciones la representación procesal de don Andrés Cas-
sinello Pérez. En el escrito presentado se viene a ratificar
cuantos antecedentes de hecho y fundamentos jurídicos
se consignan en la demanda de amparo, entendiendo

y suplicando procede dictar sentencia en los términos
que se consignan en su suplico.

7. En fecha 12 de mayo de 1997 se registra el
escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él tras
relacionar sucintamente los hechos de que dimana la
petición de amparo, se recuerda que por el recurrente
se alega la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva en su vertiente de acceso a los recursos, con-
sagrado en el art. 24.1 CE, pues de facto se ha producido
la desestimación del recurso de apelación, por parte del
Juzgado Central de Instrucción. Para la correcta deli-
mitación del objeto del recurso es preciso referirse sim-
plemente a si se ha producido una vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, por el hecho de que
el Juzgado Central de Instrucción haya acordado la sus-
pensión de la tramitación del recurso de apelación que
había sido previamente admitido, en base a la impo-
sibilidad de formar el correspondiente testimonio habida
cuenta del secreto que pesa sobre las actuaciones. Y,
efectivamente, se ha producido una paralización en la
tramitación de un recurso, sin que para ello exista una
habilitación legal. Es más, en los propios arts. 226
y 229, último párrafo, LECrim se contiene una previsión
justamente contraria a la adoptada por el Juzgado Cen-
tral. Así, en el primero de los preceptos mencionados
se contiene la prescripción relativa a no dar vista al ape-
lante de los autos, a efecto de señalamiento de par-
ticulares, cuando éstos tuvieran para él carácter de reser-
vados, y en el mismo sentido en el último párrafo del
art. 229 se señala que no se dará vista a las partes
de lo que fuese para ellas de carácter reservado.

Por lo tanto, la propia LECrim prevé la posibilidad
de que, concurriendo un supuesto de declaración de
secreto, se pueda tramitar el correspondiente recurso
de apelación, con las salvaguardas legales, y sin que
ello signifique la necesaria paralización del recurso. De
esta manera se está produciendo una situación de dene-
gación tácita del recurso de apelación correctamente
interpuesto, aunque formalmente se hubiere admitido.
El Tribunal de apelación no ha podido entrar en la valo-
ración del fondo del recurso que es lo que constituye
el objeto último de éste. Y, en consecuencia, se ha pro-
ducido una denegación indebida del derecho de acceso
a los recursos, en este caso correctamente planteado
por la parte, que produce una vulneración del derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva consagrada en
el art. 24.1 CE.

Por todo ello, el Ministerio Fiscal termina interesando
la estimación de la demanda interpuesta, debiéndose
declarar la nulidad de la resolución recurrida, con el obje-
to de dar la tramitación correspondiente al recurso de
apelación cuya tramitación había sido suspendida.

8. Por providencia de fecha 22 de noviembre
de 2001, se señaló para deliberación y votación de esta
Sentencia el siguiente día 26 del mismo mes y año,
trámite que ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. Constituye el objeto del presente recurso de
amparo el Auto de 3 de septiembre de 1996 dictado
por la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional, por cuanto confirma, resolviendo un recurso
de queja, la decisión anterior del Juzgado Central de
Instrucción núm. 5 de dejar en suspenso la tramitación
del recurso de apelación interpuesto con carácter sub-
sidiario contra la resolución anterior de ese mismo Juz-
gado instructor en la que se acordaban diversas medidas
cautelares de naturaleza personal respecto del encau-
sado en el sumario núm. 17/95, hoy demandante de
amparo.
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Entiende el recurrente que, tanto la decisión del ins-
tructor de suspender sine die la tramitación del recurso
de apelación que, precisamente, había sido admitido a
trámite en esa misma resolución, como la posterior deci-
sión de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional
que, desestimando la queja elevada por el mismo, con-
firma la corrección del primer Auto, han lesionado el
derecho que consagra el art. 24.1 CE, a obtener tutela
judicial efectiva sin indefensión, en su concreta vertiente
de derecho de acceso a los recursos legalmente pre-
vistos. Y ello porque, aun cuando formalmente se afirme
en dichas resoluciones que el recurso de apelación que
la Ley regula se encuentra admitido a trámite, lo cierto
es que al propio tiempo se acuerda en las mismas sus-
pender su tramitación por tiempo indefinido, en una deci-
sión que excluye de facto su normal desarrollo y reso-
lución, que no encuentra fundamento en ningún pre-
cepto legal y que es, en fin, contraria al derecho fun-
damental que garantiza el citado art. 24.1 CE.

2. Pero, antes de abordar el examen de fondo de
la queja de amparo, conviene descartar la eventual con-
currencia de la causa de inadmisión del recurso con-
sistente en el carácter prematuro de la pretensión de
amparo (art. 50.1.a y art. 44 1.a LOTC), por tratarse,
en definitiva, de una resolución judicial de naturaleza
interlocutoria, esto es, dictada en el curso de procedi-
miento penal que no ha concluido aún, y en el que ni
siquiera ha tenido lugar todavía el desarrollo del acto
del juicio oral.

Aunque tal causa de inadmisión no haya sido plan-
teada por ninguna de las partes personadas en este pro-
ceso constitucional, su análisis deviene necesario por
cuanto existe una doctrina constitucional al respecto,
cuya inaplicación a este caso concreto es preciso razo-
nar. Porque, en efecto, este Tribunal ha venido señalando
que la naturaleza interlocutoria de las resoluciones judi-
ciales dictadas en el curso de un proceso no finalizado
(cualquiera que sea el orden jurisdiccional en el que se
adopten), impide el examen de la vulneración consti-
tucional alegada en vía de amparo, debido al carácter
subsidiario propio de este proceso; de forma que, sólo
cuando se haya dado la oportunidad al órgano judicial
de examinar, resolver y, en su caso, reparar, la lesión
denunciada, puede ésta ser examinada nuevamente por
este Tribunal Constitucional. No se trataría tanto del ago-
tamiento propiamente dicho de los concretos recursos
previstos procesalmente contra la resolución en sí misma
considerada, como de la visión en su conjunto del pro-
ceso judicial previo, en el seno del cual cabría aún el
planteamiento de la cuestión, sin que, por tanto, la natu-
raleza subsidiaria del amparo se viese respetada en estos
casos, hasta que dicho proceso no se encontrara fina-
lizado por decisión firme sobre su fondo.

Particularmente, por lo que se refiere al proceso penal,
se ha venido manteniendo que, en aquellos casos en
los que el proceso aún no ha concluido por decisión
que se pronuncie sobre la condena o absolución, e inclu-
so en los que la celebración del juicio oral no ha tenido
lugar, resulta claramente prematura la invocación en esta
sede de lesiones que podrían ser examinadas ulterior-
mente en el curso del proceso. Así, y por todas, puede
citarse la STC 73/1999, de 26 de abril, en cuyo fun-
damento jurídico segundo se afirma textualmente: «“no
puede estimarse cumplido el requisito del agotamiento
de la vía judicial previa que establece el art. 44.1 a)
LOTC cuando la queja se deduce frente a resoluciones
judiciales dictadas en el seno de un proceso penal que
aún no ha finalizado, pues es necesario, en el respeto
a la naturaleza subsidiaria propia del recurso de amparo,
plantear dicha cuestión y dar posibilidad a los órganos
judiciales de pronunciarse sobre tales vulneraciones

antes de acudir en petición de amparo ante este Tribunal”
(SSTC 32/1994, 147/1994, 196/1995 y 63/1996 ...).
“El marco natural en el que ha de intentarse la reparación
del derecho constitucional vulnerado por la actuación
del órgano jurisdiccional es el mismo proceso judicial
previo, de tal modo que, en principio, sólo cuando éste
haya finalizado por haber recaído una resolución firme
y definitiva puede entenderse agotada la vía judicial y,
consecuentemente, es posible acudir ante este Tribunal
en demanda de amparo” (SSTC 32/1994 y 147/1994)».

Ahora bien, esta doctrina constitucional ha admitido
excepciones; y, conforme se señalaba inicialmente, con-
curren en este supuesto que ahora se examina razones
que determinan que precisamente este caso constituya
una de ellas. Esencialmente, son tres los motivos que
conducen a la inaplicación de la causa de inadmisión
que examinamos en este caso, a saber, la naturaleza
de las medidas que se adoptan en la resolución judicial
impugnada en amparo; los efectos inmediatos o actuales
de la infracción constitucional que se denuncia; y, final-
mente, la función de preservación y no solo de reparación
o restablecimiento propia del amparo constitucional uni-
do al tipo del proceso en que recayó la decisión judicial
que motiva la queja.

Así, en primer término, la regla general consistente
en la consideración del carácter prematuro del recurso
de amparo cuando éste se dirige contra resoluciones
dictadas en el curso de un proceso penal en tramitación,
ha sido exceptuada por este Tribunal en relación con
aquellas resoluciones que, por referirse a la situación
personal del encausado, pueden afectar de manera irre-
parable a la libertad personal del mismo (STC 247/1994,
de 19 de septiembre). En el supuesto que nos ocupa,
el recurso de apelación que se interpuso y contra cuya
paralización se interpuso este amparo, va dirigido contra
resolución en la que se decide, en el seno de la pieza
de situación personal del demandante de amparo, sobre
dicha situación de libertad-prisión, acordando, es verdad,
la libertad provisional del mismo, pero acompañando
tal acuerdo de una serie de medidas cautelares, también
de carácter restrictivo de la libertad personal; de forma
que, como en el supuesto decidido por la STC
247/1994, puede afirmarse aquí que: «el seguimiento
exhaustivo del itinerario procesal previo, con todas sus
fases y etapas o instancias, implicaría un gravamen adi-
cional, una extensión o una mayor intensidad de la lesión
del derecho por su mantenimiento en el tiempo».

Una segunda razón concurre en este supuesto para
excepcionar la aplicación de la regla general. Es el efecto
actual o inmediato de la lesión denunciada. En las SSTC
161/1995, de 7 de noviembre, y 27/1997, de 11 de
febrero, se exceptuaron tales casos de la aplicación de
la doctrina general que examinamos, por cuanto se tra-
taba de una infracción actual, entendida la «actualidad»
como aquélla que «hace sentir sus efectos de inmediato
—en todos y cada uno de los actos que lleve a cabo
el juez— y por ello ha de ser denunciada cuando se
produce y no cuando recae resolución que pone fin al
proceso....»; y ello, por cuanto, «obligar al particular a
agotar la vía judicial ordinaria produciría una injustificada
perpetuación en el tiempo de la lesión de su derecho
fundamental o se consumaría definitivamente la viola-
ción, haciéndose imposible o dificultándose gravemente
el restablecimiento in integrum por el Tribunal Consti-
tucional del derecho fundamental vulnerado». Así ocurre
también en este supuesto, en el que esperar al desarrollo
total del proceso en sus correspondientes y eventuales
etapas o instancias, perpetuaría una situación que des-
pliega sus efectos de inmediato, pues no va referida
al fondo de la decisión del proceso, sino a las medidas
cautelares y de situación personal adoptadas en su curso.
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En fin, al margen de cuál sea el procedimiento seguido
(ordinario o abreviado), el hecho de admitir un recurso
y al mismo tiempo interrumpir su tramitación puede ser
determinante, per se, de la lesión del derecho a la tutela
judicial efectiva invocada por el recurrente.

3. Desestimada, pues, la causa de inadmisión del
recurso y retomando el análisis de su fondo, el plan-
teamiento de la queja de amparo obliga, todavía con
carácter previo, a hacer una breve alusión a la conso-
lidada doctrina de este Tribunal en relación con dicho
derecho fundamental, en la concreta vertiente en que
ahora se invoca por el demandante de amparo. Se ha
señalado, en tal sentido, entre otras muchas resoluciones
y por todas ellas, en STC 260/2000, de 30 de octubre
(FJ 2) que «el núcleo del derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva proclamado por el art. 24.1 CE consiste
en el acceso a la jurisdicción. Por el contrario, con la
única excepción de la materia penal, el derecho a los
recursos no forma parte directamente de ese derecho
fundamental ... O, dicho de otro modo, en tanto que
el derecho de acceder a la justicia viene otorgado por
la Constitución misma, el sistema de recursos frente a
las diferentes resoluciones judiciales se incorpora al dere-
cho a la tutela judicial efectiva en la concreta configu-
ración que reciba en cada una de las leyes de enjui-
ciamiento reguladoras de los diferentes órdenes juris-
diccionales, salvo en lo relativo a las sentencias penales
condenatorias. Lógico corolario de esta distinción es la
diferente intensidad del control constitucional de las
resoluciones judiciales de inadmisión, puesto que el prin-
cipio hermenéutico pro actione únicamente está llamado
a informar las decisiones que limitan el acceso a la juris-
dicción. En los supuestos de acceso a los recursos, la
interpretación de las normas que contienen motivos de
inadmisión es, en tanto que cuestión de estricta legalidad
procesal, de la exclusiva competencia de los órganos
judiciales, sin que, en general, en el ejercicio de la misma,
el art. 24.1 CE les impongan más limitaciones que las
derivadas de los cánones del error patente, la arbitra-
riedad o la manifiesta irrazonabilidad».

4. En el supuesto que aquí se examina, nos encon-
tramos obviamente en esta segunda vertiente de acceso
a un recurso legalmente previsto, concretamente del
recurso de apelación contra las resoluciones del instruc-
tor en el ámbito de la jurisdicción penal recaídas en
la pieza de situación personal y afectantes a su libertad
personal. La peculiaridad del caso estriba en que la deci-
sión judicial acuerda, primero, la admisión a trámite a
un solo efecto del recurso, pero paraliza después sine
die su tramitación fundamentando dicho acuerdo de sus-
pensión en el carácter secreto de las actuaciones suma-
riales; de forma que, según afirman tanto el recurrente
en amparo como el Ministerio Fiscal, de hecho el recurso
queda paralizado en su tramitación y resolución con un
efecto, en definitiva, similar al de una decisión de inad-
misión inicialmente acordada.

Sin embargo, tal causa de paralización del recurso
de apelación no se encuentra prevista en la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal con respecto a las actuaciones suma-
riales declaradas secretas. Antes bien, la lectura de los
preceptos atinentes al caso (arts. 225 y 226 LECrim),
evidencia que lo previsto por el legislador procesal para
el supuesto de actuaciones sumariales declaradas secre-
tas contra las que se formule y admita dicho recurso,
son una serie de medidas tendentes a salvaguardar la
reserva de dichas actuaciones penales, pero procurando,
en todo caso, la necesaria compatibilidad entre aquel
secreto sumarial y la tramitación del recurso legalmente
previsto.

Así, la necesaria deducción de testimonios relativos
a las actuaciones, que será preciso acordar en la tra-

mitación del correspondiente recurso de apelación, se
trata de hacer compatible con el carácter secreto de
aquéllas, mediante la previsión contenida en el art. 225
LECrim, que establece en tal sentido: «El Ministerio Fiscal
y el apelante podrán pedir al Juez que sean incluídos
en el testimonio los particulares que crean procede
incluir, y el Juez acordará sobre lo solicitado ... teniendo
siempre presente el carácter reservado del sumario...».
Por su parte, el art. 226 LECrim dispone: «Para el seña-
lamiento de los particulares que hayan de testimoniarse,
no podrá darse vista al apelante de los autos que para
él tuvieran carácter de reservados». Es decir, que lo que
la Ley prevé para el supuesto de actuaciones sumariales
secretas es la salvaguarda y garantía del carácter reser-
vado de las mismas cuando tal reserva pueda verse afec-
tada por la deducción de testimonios propia de la tra-
mitación del recurso de apelación legalmente previsto
y admitido en un solo efecto.

Quiere decirse, con todo ello, que no se trata pro-
piamente en este supuesto de la interpretación o apli-
cación judicial de una determinada causa de inadmisión
del recurso, función en la que el control o revisión del
canon de constitucionalidad para este Tribunal quedaría
limitado, según la doctrina antes expuesta, a los casos
de error patente, arbitrariedad o irrazonabilidad mani-
fiesta; sino que se trata, en realidad, de la decisión de
paralizar la tramitación y resolución del recurso de ape-
lación, previamente admitido, en aplicación de un motivo
que no se encuentra expresamente previsto en la Ley
procesal y que, de forma implícita, es precisamente con-
trario a las garantías y previsiones que se contienen en
los respectivos preceptos procesales que regulan aquel
recurso.

Ello implica una limitación del recurso de apelación
que es contraria, en efecto, al derecho a la tutela judicial
invocado por el recurrente en su vertiente concreta de
acceso al recurso legalmente previsto; derecho que, no
se ha de olvidar, aun con una menor intensidad de pro-
tección en cuanto matizado por su configuración legal
y no directamente constitucional, también se encuentra
protegido por el art. 24.1 CE. La resolución judicial se
aparta, así, de la previsión legal y efectúa una interpre-
tación de las normas procesales —no ya de las que regu-
lan propiamente el recurso de apelación, sino de las
que admiten y disciplinan el secreto de las actuaciones
penales— que resulta irrazonable y, por ende, vulneradora
del derecho consagrado en el art. 24.1 CE, por dos moti-
vos esenciales: primero, porque es contradictorio en sí
mismo acordar la admisión a trámite del recurso (lo que
conlleva la no apreciación de causas legales de inad-
misión de aquél) con la coetánea paralización o sus-
pensión de la tramitación de ese mismo recurso sine
die una vez admitido; pero, además, también porque
la previsión y regulación legales para ese tipo de ape-
lación están precisamente orientadas a salvaguardar la
tramitación y resolución del recurso con el carácter secre-
to de lo actuado en la causa, de forma que la inter-
pretación judicial efectuada vaciaría de contenido la
garantía legalmente prevista y haría de facto inexistente
la posibilidad de todo recurso de apelación, admitido
en un efecto, en el curso de actuaciones penales decla-
radas secretas.

Por ello, ha de estimarse el amparo solicitado, decla-
rando la nulidad de las resoluciones judiciales impug-
nadas con el alcance que se dirá en la parte dispositiva
de la presente resolución, reconociendo el derecho del
demandante de amparo a la tutela judicial efectiva en
su vertiente de derecho de acceso a los recursos, median-
te la tramitación y resolución del recurso de apelación
formulado por el mismo y que le ha sido admitido a
trámite.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo formulado por don
Andrés Cassinello Pérez y, en consecuencia:

1.o Reconocer al demandante de amparo su dere-
cho a obtener tutela judicial efectiva ex art. 24.1 CE,
en su vertiente de acceso a los recursos legalmente
previstos.

2.o Anular el Auto de 3 de septiembre de 1996
de la Sección Primera de la Sala de lo Penal de la Audien-
cia Nacional, dictado en el recurso de queja núm. 49/96,
así como el acuerdo de suspensión de la formación de
testimonio de particulares respecto del recurso de ape-
lación admitido en el Auto de 17 de junio de 1996
dictado por el Juzgado Central de Instrucción núm. 5
en la pieza de situación personal relativa a sumario
núm. 17/95.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de diciembre de dos
mil uno.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo
García Manzano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia
Casas Baamonde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto Gar-
cía-Calvo y Montiel.—Firmado y rubricado.

910 Sala Primera. Sentencia 237/2001, de 18 de
diciembre de 2001. Recurso de amparo
2183/97. Promovido por Groupama Ibérica,
Seguros y Reaseguros, S.A., frente a la Sen-
tencia de la Audiencia Provincial de Madrid
en una causa seguida por imprudencia teme-
raria.
Supuesta vulneración de los derechos a un
proceso sin dilaciones indebidas y a la tutela
judicial efectiva sin indefensión: tardanza del
Juez instructor en llamar al proceso al res-
ponsable civil, y posibilidad de aportar prueba
sobre la vigencia de la póliza de seguro.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente; don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier
Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2183/1997, promo-
vido por Groupama Ibérica, Seguros y Reaseguros, S.A.,
representada por el Procurador de los Tribunales don
Jorge Laguna Alonso y asistida por el Abogado don José
Antonio Infiesta Alemany, contra la Sentencia de 17 de
marzo de 1997, de la Sección Quinta de la Audiencia
Provincial de Madrid, en el recurso de apelación núm.
94/97, relativo a la dictada por el Juzgado de lo Penal
núm. 10 de Madrid. Ha intervenido el Ministerio Fiscal,
el Abogado del Estado y el Procurador de los Tribunales
don Pedro Antonio González Sánchez, en nombre y repre-

sentación de don Eduardo Márquez Montero y doña Vic-
toria Cáceres Hernández, asistidos por el Abogado don
José Manuel Lorenzo Rodríguez. Ha sido Ponente el Pre-
sidente don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de guardia
el 21 de mayo de 1997, y registrado en este Tribunal
el siguiente día 23, el Procurador de los Tribunales don
Jorge Laguna Alonso interpone, en nombre y represen-
tación de Groupama Ibérica, Seguros y Reaseguros, S.A.,
recurso de amparo contra la Sentencia de fecha 17 de
marzo de 1997 de la Sección Quinta de la Audiencia
Provincial de Madrid, que confirmó en apelación la dic-
tada el 10 de diciembre de 1996 por el Juzgado de
lo Penal núm. 10 de Madrid en el procedimiento abre-
viado núm. 3098/89.

2. La demanda de amparo se basa, en síntesis, en
los siguientes hechos:

a) Como consecuencia de un accidente de tráfico,
ocurrido el día 11 de julio de 1984, en el Juzgado de
Instrucción núm. 15 de Madrid se incoaron las diligencias
previas núm. 126/88, luego transformadas en el sumario
núm. 126/88 y después en el procedimiento abreviado
núm. 3098/89. Por Sentencia de 10 de diciembre de
1996, el Juzgado de lo Penal núm. 10 de Madrid con-
denó a don Antonio Pardo Fernández, como autor de
un delito de imprudencia temeraria, a las penas de seis
meses de arresto mayor, privación del permiso de con-
ducir por período de tres años, accesorias, costas y al
pago de distintas indemnizaciones por un importe total
de 22.737.000 pesetas, declarando la responsabilidad
civil directa de Groupama Ibérica, Seguros y Reaseguros,
S.A., y la responsabilidad civil subsidiaria de don Felipe
García Gómez.

En la declaración de hechos probados de la Sentencia
se hace constar que el propietario del vehículo causante
del accidente, el Sr. García Gómez, condenado como
responsable civil subsidiario, tenía concertada, al tiempo
de ocurrir el accidente, póliza de seguro de responsa-
bilidad civil frente a terceros con la aseguradora Guardian
Assurance Company Ltd., hoy Groupama Ibérica, Segu-
ros y Reaseguros, S.A.

b) Contra dicha Sentencia interpuso la entidad
demandante de amparo recurso de apelación ante la
Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Madrid (ro-
llo de apelación núm. 94/97), alegando, entre otras cues-
tiones, la indefensión sufrida por haber sido llamada al
proceso con mucha dilación —en el año 1994— y no
poder acreditar documentalmente, dado el excesivo
tiempo transcurrido, que la póliza de seguro no estaba
en vigor al momento de ocurrir el accidente.

Por Sentencia de 17 de marzo de 1997 la Audiencia
desestimó el recurso y confirmó íntegramente la Sen-
tencia recurrida, a excepción del importe de la indem-
nización, que fue incrementada, como pedía la acusación
particular, en un 20 por 100 anual desde el 12 de marzo
de 1995.

3. La representación de la entidad recurrente consi-
dera que las Sentencias impugnadas infringen los derechos
a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE)
y a un proceso sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE).

Las alegaciones que hace son, en síntesis, las siguien-
tes:

a) El proceso penal ha tenido una duración excesiva
—desde 1984 hasta 1997— y la indefensión de la
recurrente ha sido resultado de la misma. No existen
motivos que justifiquen el retraso en la tramitación de
la causa y, en todo caso, en su producción ninguna par-


